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ENSAYO GANADOR DEL CONCURSO
EL PUTURO DE LA DEMOCRACIA EN Megxico

PARTIR DE LA reforma politica de 1978,
el sistema politico mexicano ha entrado en
una etapa de transicién cuya caracteristica
principal es la emergencia de los partidos
politicoe y loe procesos electorales. La reforma surgi6é
del reconocimiento de que se habia producido entre
la sociedad civil y el Estado un vacio que ya no podia
ser cubierto por los mecanismos tradicionales de in-
tegracién politica. No hay que rastrear demasiado la
historia reciente para darse cuenta de que el verda-
dero punto de inflexién se produjo en 19868, con la re-
presién del movimiento estudiantil. A casi diez afios
de la protesta, se hizo evidente que no bastaba una
“apertura democratica” —como la propugnada por el
gobierno de Echeverria— para restituir loe canales de
comunicacién y de mediacién con amplios sectores de
la sociedad civil. La violencia guerrillera de los afios
setentas fue una severa | de atencién sobre los
riesgos que corria el sistema politico, de continuar la
situacién que habfa prevalecido hasta entonces.
Por otra parte, el abstencionismo y la ausencia de
un candidato de oposicién a la eleccién presidencial
de 1976, mostraban que el sistema de partidos politi-
cos tenia que ser revitalizado; no es ocioso recordar
que en los cincuentas y sesentas, de los tres partidos
de oposicién: PAN, PPS y PARM, dos podian caracteri-
zarse no como de “oposicién leal”, sino como de “opo-
sicién cémplice”. Y es que el subsistema de partidos
— lo mismo que los procesos electoraleas— habifa teni-
do un funcionamiento paradéjico: irrelevante en tér-
minos de los procesos politicos reales, nunca perdié
importancia en relacién con la legitimidad constitu-
cional y republicana que el gobierno proclamaba.
El proyecto de la reforma politica se ideé segtin un
doble supuesto: que se trataba de abrirles canales a
las minorias inconformes, toda vez que el partido ofi-
cial continuaria agrupando a las mayorias, y que ta-
les minorias se situaban més bien a la izquierda que
a la derecha. Mds de una vez se dijo que ]a reforma
se hacfa para la izquierda y, en realidad, el dato més
novedoso lo constituyé la legalizacién del Partido Co-
munista Mexicano. Asf, frente a quienes demanda-
ban una apertura integral y frente a quienes —como
la CTM— rechazaban cualquier cambio, la Reforma
de 1978 se concibié como un proyecto (;de transicién?)
que permitiria conservar un sistema predominante-
mente corporativo (las mayorias organizadas en el PRI
continuarian gobernando) y fortalecer relativamente

el subsistema de partidos para la expresién de las mi-
norias, pero sin depositar en él funciones capitales co-
mo la transmisién del poder y la posibilidad de
gobernar. En el congreso federal y en los estatales la
oposicién tendria formalmente voto, pero en realidad
sblo se le otorgarfa voz.

Pero en la realidad las cosas resultaron més com-
plicadas. Las elecciones de 1982 mostraron que la gran
fuerza ascendente era la derecha y no la izquierda y
que la distancia entre ambas tendencias era més que
considerable. Pero, ademés, la opogicién inicial de la
CTM a la Reforma anuncié lo que hoy es una eviden-
cia: el fortalecimiento del subsistema de partidos y
de los procesos electorales no puede no entrar en con-
tradiccién con los mecanismos de negociacién y con-
certacién tradicionales.

Las elecciones recientes permiten afirmar que las
posibilidades de que a mediano y plazo funcione
un sistema mixto (representacién politico—partidaria
con monopolio del espacio publico por las organiza-
ciones corporativas) son muy escasas, por no decir nu-
las. Las elecciones de Chihuahua en 1986 mostraron
claramente que en un nivel local la oposicién bien
puede convertirse en mayorfa. Mds todavia: si se re-
visan las tendencias electorales se puede establecer
una correlacién positiva entre el grado de urbaniza-
cién y desarrollo y el grado de diversificacién politi-
ca'; correlacién que vale también, aunque en menor
proporcién, para el fenémeno del abstencionismo. En
1982 el voto de oposicién (suma de los votos que no fue-
ron para el PRI) se concentraba en el Distrito Fede-
ral (26.9%), el estado de México (16.6%) y el estado de
Jalisco 68.7%)® La situacién de Jalisco y Guadalaja-
ra ilustra aun m4s claramente esta correlacién: en las
mismas elecciones de 1982, el PRI obtuvo, en el esta-
do, la mayoria con el 57.5% de los sufragios, pero en
la capital del estado apenas logré el 45.8%, mientras
que la oposicién en su conjunto alcanzé el 53.1% de la
votacién —de la cual 34.3% fue para el PAN y 13.6% pa-
ra el PSUM.? En un pafs como México, minan-
temente urbano y con un alto grado de centralizacién
politica, serd cada vez mas dificil y oneroso mante-
ner el esquema original. Las ambigiiedades de la Re-
forma también se han manifestado en la relacién del
gobierno con la opoeicién parlamentaria; la represen-
tacién proporcicnal en el doble voto: plurino-
minal y mayoritario, abrié las para “fabricar”
una opogicién regulada, tutelada y equilibrada, segiin
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la “razén de estado” del gobierno en turno.* Una
préctica que miné la credibilidad del partido oficial
e incluso la de los partidos de oposicién, poniendo en
cuestion el fortalecimiento del subsistema de partidos.

Ante este panorama, el fortalecimiento del subsiste-
ma de partidos se presenta como la Gnica alternativa
viable para responder a las transformaciones que han
operado y que se estAn operando en la sociedad civil.

DE UNA MAYORIA QUE YA NO LO ES TANTO

La “férmula politica” que establecié Cérdenas, y en
la cual se ha cimentado el régimen politico hasta la
fecha, se articulé sobre dos mecanismos y una re-
gla de oro no escrita: la institucién presidencial y los
organismos corporativos como los principales instru-
mentos de representacién y negociacién.® La organi-
zacién de la CNC junto con la emigién de la Ley de
Cémaras, configuraron un sistema corporativo ¢ al
que se aiiadi6 la siguiente regla: las organizaciones
populares (CNC, CTM y la CNOP, fundada en 1943) fun-
cionarian en doble sentido: a) como organizaciones de
defensa gremiales y b) como soportes politicos de los
gobiernos de la Revolucién’. Como contrapunto, las
::g:njzaciones empresariales deberian guardarse de

intervencién en politica, aunque a titulo perso-
nal los empresarios pudieran participar en dicha ac-
tividad. En consecuencia, el campo de lo piblico quedé
socializado y monopolizado por los organismos corpo-
rativoe afiliados al partido oficial y el espacio econé-
mico fue neutralizado” * y su gestién asignada al
sector empresarial. La intervencién econémica del Es-
tado tuvo, a partir de ese momento, un cardcter com-
plementario y de apoyo a la empresa privada. La
presencia de Ortiz Mena y su equipo en la Secreta-
ria de Hacienda fue la expresién m4s acabada del re-
conocimiento de la neutralidad técnica que debia
tener la economia. En lo politico, fueron los grupos
dirigentes de los organismos corporativos los que ocu-
paron y se repartieron los puestos de eleccién popu-
lar: desde las presidencias municipales hasta las
diputaciones y gubernaturas. Por supuesto que el fun-
cionamiento del modelo mexicano no responde exclu-
sivamente a una racionalidad corporativa; existen
otros elementos, como el patrimonialismo y las leal-
tades grupales y personales, que son fundamentales
para explicar los movimientos y los ascensos de la éli-
te en el poder; sin embargo, la componente corporati-
va no puede subestimarse ya que funciona como la
base del pacto histérico del cardenismo.

Ahora bien: la férmula corporativa presenta ya va-
rias contradicciones que es conveniente analizar. No
hay duda de que el sector més orgénico y consolidado
de las tres grandes agrupaciones que integran el par-
tido oficial, es el obrero y muy particularmente la
CTM. Sin embargo, en México, como en otros paises,
la tasa de sindicalizacién es muy baja (los estudios
miés optimistas la sitian entre el 24 y el 25% y los més
pesimistas alrededor del 14%),® de donde resulta que
la clase obrera organizada es minoritaria con respec-
to al conjunto del proletariado. Lo anterior vale
igualmente para los sectores popular y campesino.

Es posible que en los afios treintas la amplitud del
proceso de la reforma agraria y la composicién pre-
dominantemente rural de la sociedad mexicana de-
terminaran que bajo el sector de la CNC se agruparan
las mayorias campesinas que también eran las ma-
yorias nacionales; pero con el desarrollo y la urbani-
zacién del pais esto dej6 de ser cierto hace muchos
aiios. Es conveniente entonces utilizar el concepto de
enclave corporativo, ® porque frente a las minorfas or-
ganizadas hay un mar de poblacién desorganizada.
Esto significa, entre otras cosas, que la proporcién de
representacién que tienen las organizaciones oficia-
les es mucho mayor que la que les corresponderfa en
un sistema de participacién abierta. El gran peso po-
litico que tiene la CTM deriva de su cohesién organi-
zativa, pero sobre todo es consecuencia del hecho de
funcionar en un sistema semi—cerrado ajeno al voto
ciudadano. De modo que la fuerza de dos millones de
trabajadores organizados, capaces de marchar cada
primero de mayo, cuenta més que la de oche millo-
nes de desorganizados. El carécter minoritario del sis-
tema vigente se torna aun més evidente si se
considera que en los puestos de eleccién popular pre-
dominan los miembros de la CNOP,'® que es el sector
més heterogéneo y débil desde el punto de vista cor-
porativo, 1°% y cuya fuerza parece responder al pre-
dominio del poder ejecutivo en el conjunto del sistema
politico. En consecuencia, el espacio piblico, que se
ha confiscado en nombre de las mayorias nacionales,
es ocupado, en el mejor de los casos, por minorias or-
ganizadas y, en el peor, por la élite politica en el poder.

El concepto de enclave corporativo nos permite en-
tender que el sistema politico mexicano no puede
funcionar sin una fuerte privatizacién" y despoliti-
zaci6én de la mayoria de la poblacién. En efecto, si se
parte de la correlacién positiva entre urbanizacién y
diversificacién politica, una mayor participacién ciu-
dadana tendré como consecuencia obligada mayores
tensiones entre el subsistema de partidos politicos y
el monopolio del espacio pablico por la férmula
corporativo—presidencialista. Sin embargo, como ya
lo apuntamos, un grado demasiado elevado de abs-
tencién pone en crisis la legitimidad constitucional
del régimen; por ello, la politica oficial se enfrenta
a un dilema que a la larga es insostenible. Prueba de
esto son, por un lado, las campaiias oficiales a fa-
vor del empadronamiento y, por el otro, los fraudes
electorales, que son la mejor manera de despolitizar
a la poblacién.

El modelo corporativo, que ha basado su legitimi-
dad en la organizacién de las clases populares (cam-
pesinos y obreros, principalmente), ha hecho suponer
que la privatizacién y la despolitizacién eran ante to-
do caracteristicas de las clases medias, que sélo con
la crisis actual se han politizado. Si se analiza la ex-
pansién de las clases medias en los aiios cincuentas,
sesentas y setentas, en que el modelo de acumulacién
les fue particularmente favorable, al elevar constan-
temente sus niveles de bienestar y de consumo, la hi-
pétesis de una relacién estrecha entre sectores medios,
consumo suntuario y privatizacién parece bastante
justa.'? De este panorama, como ya dijimos, bastan-
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te verosimil, algunos desprenden una conclusién que
no es para nada evidente: el fortalecimiento del sub-
sistema de partidos —y las luchas electorales— seria
casi exclusivamente una demanda de la clase media
¥, en consecuencia, profundamente conservadora.
Ahora bien: en primer lugar, es més que dudoso que
la despolitizacién de la poblacién no haya alcanzado
también a amplios sectores populares. En segundo lu-
gar, la politizacién actual, por sectores y por regio-
nes, trasciende cualquier determinacién estructural
de clase: el movimiento popular de Chihuahua lo con-
firma ampliamente.

El modelo de legitimacién ha tenido uno de sus pi-
lares fundamentales en la capacidad del Estado para
proporcionar bienes y servicios, mediante relaciones
patrimoniales y clientelistas, orientados al bienestar
social de la poblacién. En los anos sesentas Almond
y Verba, en su libro Civic Culture,'* detectaban pa-
ra México una cultura politica subordinada que va-
lorizaba més los productos del sistema que la
participacién activa del ciudadano;" cultura que pa-
rece ser el complemento adecuado de una fuerte des-
politizacién de la poblacién y de los esquemas de
organizacion corporativa. La misma élite politica de-
sarrollé un pragmatismo ideolégico que le permitié
articularse en torno de intereses materiales y de leal-
tades personales, antes que sobre la base de posturas
politico—ideolégicas.'

La emergencia de nuevos valores y de nuevas pricti-
cas centradas en la participacién ciudadana, estd mi-
nando el ambiente natural del modelo corporativo de
organizacién politica. Este proceso es eminentemente
contradictorio: en primer lugar, y vale consignarlo
aunque sea una verdad de perogrullo, se trata de dos
culturas cualitativamente distintas. Y, en segundo lu-
gar, porque la participacién ciudadana —de izquierda
o de derecha— est4 demandando la apertura del espa-
cio pablico y la supresién del monopolio de las funcio-
nes publicas que han ejercido la élite politica y las bu-
rocracias dirigentes. De esta forma, las instituciones y
las fuerzas que operaron durante més de treinta afios
como los cimientos de la estabilidad politica del Es-
tado, se estdn transformando en el obstdculo funda-
mental para una democratizacién integral.'®* La
afirmacién de que se estd enfrentando una légica
nacional —popular, cuyos portadores serian los obreros
y campesinos, a una légica formal -ciudadana, cuyos
soportes serian las clases medias,'” no tiene consis-
tencia. Se trata, en realidad, del choque entre una cul-
tura politica tradicional (pasiva) y una cultura
moderna (participativa).

La coyuntura presente puede definirse como la de
un desarrollo desigual y combinado de la politizacién;
y en ella los factores regionales y culturales son mu-
cho més determinantes que la posicién estructural de
clase. Pero, al mismo tiempo, y como tendencia gene-
ral, se puede afirmar que la sociedad en su conjunto
marcha hacia un mayor interés por la politica. La al-
ta participacién electoral de 1982 estuvo determina-
da por la situacién de emergencia que vivia el pais,
empero es también un sintoma de la emergencia de
una nueva cultura politica participativa.

UNA REGLA DE ORO TRANSFORMADA EN COBRE

El modelo corporativo se ha erosionado también por
el lado de la politizacién del espacio econémico y del
sector empresarial. El nacimiento del Consejo Coor-
dinador Empresarial en 1975 marca el momento en
que la mayor parte de la iniciativa privada decide
agruparse en un organismo que la Ley de Cdmaras
no prevé y cuyas funciones y objetivos van més alla
de la defensa de los intereses gremiales. Seria exage-
rado afirmar que a partir de la fundacién del CCE el
corporativismo empresarial se resquebrajé totalmente
para dar paso a la militancia politica de los empresa-
rios. Pero no hay duda de que la decisién de formar
dicho organismo expresé la conviccién de que los tér-
minos del acuerdo original ya no eran validos. La de-
cisién empresarial tuvo su origen en las tensiones que
se produjeron durante el gobierno de Echeverria, que
ademas de lo estrictamente verbal tuvieron una con-
secuencia capital: la economia perdi6 su cardcter neu-
tral, para concebirse como un espacio privilegiado no
s6lo del quehacer politico, pero particularmente de la
presidencia de la Republica. Si de los afios cuarentas
hasta finales de los sesentas el crecimiento econémi-
co puede considerarse como un factor fundamental en
el proceso de legitimacién, con el gobierno de Eche-
verria la economia se concibe como un instrumento
directamente politico para la generacién de consen-
80. De tal modo que a mediados de los setentas la neu-
tralidad del espacio econémico y el corporativismo
apolitico del sector empresarial estaban minados.
Puestas las cosas en el largo plazo, la nacionalizacién
de la banca puede considerarse como el momento cul-
minante de la degradacién que se habia iniciado un
sexenio antes. La respuesta de los empresarios no se
ha hecho esperar y los sectores mas radicalizados han
optado por la abierta militancia politica en la oposi-
cién. Aunque esta voluntad de participacién abierta
no esté totalmente generalizada, es claro que si ex-
presa la conviccién de que las reglas del juego deben
redefinirse, poniendo un limite al poder presidencial.
No es probable que el sector privado en bloque vaya
a adherirse a la oposicién; sin embargo, cada vez es
més evidente que los términos del pacto histérico del
cardenismo ya no son viables ni en el mediano ni en
el largo plazo. En este caso, como en el de otros secto-
res, la demanda de participacién politica no es coyun-
tural y tampoco es susceptible a mediatizaciones.

El esquema corporativo est4, pues, minado por tres
razones principales: primero, porque los enclaves cor-
porativos son minoritarios con respecto al conjunto
de la poblacién; segundo, porque el modelo funcioné
en un clima de privatizacién y despolitizacién que
ya no corresponde a las tendencias actuales; tercero,
porque el corporativismo apolitico ya no le resulta
funcional al propio sector privado. Paradéjicamente,
el agotamiento de la férmula cardenista se debe a
su efectividad por més de cuatro décadas. Y es que
también en la historia vale la sentencia de que todo
por servir se acaba. No reconocer esto y aferrarse al
viejo sistema contra viento y marea seria un grave
error histérico.
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LA CRISIS DEL PRESIDENCIALISMO

La crisis del presidencialismo, que ya es un secreto
a voces, es el correlato de la crisis del corporativis-
mo. En este dmbito, el principal problema que enfren-
ta el sistema politico es el de la irracionalidad de su
funcionamiento como consecuencia de una incoinei-
dencia entre, por un lado, la complejidad de las de-
mandas econdémicas, sociales y politicas y, por otro la-
do, la enorme autoridad que se concentra en un solo
hombre. La institucién presidencial, sin contrapesos
efectivos, ha terminado por convertir el estilo personal
de gobernar en una verdadera cuestién de Estado. El
presidente funciona como el verdadero y inico sobe-
rano en la medida en que es él quien define las situa-
ciones de emergencia y decide cémo deben ser
enfrentadas. Esto le confiere un enorme poder de de-
cision sobre determinadas dreas y cuestiones, y tam-
bién el poder de decidir sobre la decisién misma.
Cuando el presidente Echeverria decide que la poli-
tica econémica se decide en Los Pinos, esta decidien-
do sobre lo que hay que decidir. El procedimiento que
empleé Lépez Portillo para la nacionalizacién de la
banca fue muy similar, pero llevado hasta sus impli-
caciones més radicales; este acto mostrd, por si hiciera
falta, que el poder presidencial no tiene otros limites
que los que el presidente decide imponerse a si mis-
mo. Para decirlo llanamente, el problema se sinteti-
za en que en México no hay quien pueda decirle que
no al presidente. Y, como ya lo apuntamos, no se le
puede contradecir ni sobre las decisiones que toma en
determinadas cuestiones ni sobre cudles son las dreas
de su competencia. De esta forma, el espacio econé-
mico puede ser neutralizado o politizado a discrecién;
el presidente De la Madrid decidié avanzar en la pri-
vatizacién de la economia con el mismo poder discre-
cional con el que antes se decidié estatizarla.

De todo lo anterior se colige que el mayor poder de
la institucién presidencial no es el que le confie-
ren las reglas escritas y no escritas, sino el que se de-
riva de la facultad que tiene de modificar las unas y
las otras.

Sin embargo, este protagonismo presidencial resul-
ta muy costoso en términos de la racionalidad del sis-
tema politico y en términos de los procesos de
legitimacién. Dentro y fuera de la clase politica se res-
ponsabiliza a las administraciones anteriores de la si-
tuacién actual, y esta denuncia pone en evidencia,
frente a la opinién pablica y frente a la misma clase
politica, que la irracionalidad est4 en la propia insti-
tucién que depogita en un hombre el destino de toda
la nacién. E] problema no esté en que haya presiden-
tes apostadores, porque politicos de esta naturaleza
los hay en todas partes; el problema estd en que el
sistema presidencialista les extiende un cheque en
blanco para que hagan sus apuestas.

La articulacién del presidencialismo con el corpo-
rativismo obliga a que el presidente de la Repiblica
funcione como Jefe de Estado, de gobierno y del par-
tido en el poder; el hecho de que los principales pues-
tos de eleccién popular dependan de su decisién lo
transforma en el jefe directo y supremo del PRI. Por

otra parte, en la misma Constitucion Politica est4 ins-
crito el caracter plebiscitario de la institucién presi-
dencial, ya que en ella estipula que la eleccién se
efectiie por sufragio universal directo. Lazaro Cérde-
nas empleé ampliamente el método plebiscitario al
impulsar las reformas sociales en relacién directa con
las masas. A partir de entonces, se institucionalizé
la imagen del presidente de la Republica como un
hombre que todo lo puede y del cual depende la bue-
na marcha de todos los asuntos de interés nacional.
En tanto el desarrollo econémico y el crecimiento del
presupuesto publico permitieron la derrama de bene-
ficios entre la poblacién, la institucién presidencial
resulté cada vez més fortalecida en términos de su le-
gitimidad. El problema est4 en que en tiempos de cri-
sis el mecanismo se invierte y el presidente aparece
como el responsable directo de la politica de gobierno
y de los intereses, no siempre claros, del partido ofi-
cial. Es cierto que el estilo personal de De la Madrid
ha sido menos protagénico y plebiscitario que el de
los gobiernos anteriores; el mismo discurso tiende a
despersonalizar muchas de las medidas que se han to-
mado; pero en puntos particularmente conflictivos, co-
mo las elecciones en Chihuahua y la politica
econdmica, el presidente aparece directamente inmis-
cuido y su legitimidad se ve cuestionada.

La cuestién estd en que minar la autoridad presi-
dencial —como sucedié a finales del sexenio anterior—
equivale a minar la estabilidad del gobierno e incluso
del Estado mismo. Es por esto que la imbricacién de
los niveles de autoridad debilita el principio de legi-
timidad del Estado y torna mas fragiles las bases de
su estabilidad. Se ha propuesto como una solucién po-
sible la de que el presidente delegue la conduccién del
gobierno a una especie de primer ministro para sal-
vaguardar la legitimidad presidencial de los vaivenes
que implica toda politica de gobierno. Este camino,
empero, resulta intransitable bajo el sistema actual:
el presidente no puede delegar ya no digamos la jefa-
tura del gobierno, sino que ni siquiera la jefatura del
partido oficial.” Si tal cosa sucediera, el sistema pi-
ramidado de lealtades se fragmentaria y la estabili-
dad se pondria en peligro. El cardcter patrimonialista
de la institucién obliga a que el ejercicio del poder sea
responsabilidad exclusiva del presidente. Se entien-
de, pues, que por més costoso que resulte el protago-
nismo presidencial, tanto desde el punto de vista de
su irracionalidad administrativa como desde el de los
procesos de legitimacién, su funcionamiento no podré
modificarse si no se transforma antes el cardcter pa-
trimonialista y premoderno del mismo.

Resulta banal afirmar que el presidencialismo ha
funcionado supeditado y nulificando a loe poderes judi-
cial y legislativo. Sin embargo, vale apuntar que la su-
presién del parlamento como poder independiente, ha
tenido como consecuencia natural la extincién de la
clase politica. El parlamento como espacio de poder
y lucha tiene una funcién capital en el equilibrio de
poderes; también, como lo sefialara Weber, en la for-
macién de una clase politica capaz y responsable.'®
El desplazamiento de los politicos por los técnicos no
es sino la expresién del dominio del poder ejecutivo
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sobre el legislativo. La misma conformacién de la ma-
yoria parlamentaria sobre la base de cuotas otorga-
das a las organizaciones oficiales y a las camarillas
politicas, ha determinado que la cAmara funcione co-
mo un botin de segunda, del que cada quien pretende
sacar provecho para su interés particular. En fin, pa-
ra decirlo en dos palabras, en un sistema en el que
no hay mds politica que la del presidente de la Repu-
blica se termina por suprimir toda politica: de alli que
la renovacién de la clase politica no pueda darse sin
una reforma profunda del sistema presidencialista.

UN DISCURSO EN CRISIS

Frente a la crisis econdmica actual, el discurso oficial
ha tenido como pivote el concepto de modernidad. A
los regimenes anteriores se les califica como populis-
tas e irresponsables y, en oposicion a ellos, se enar-
bolan la técnica y el realismo econémico como los
anicos caminos viables para salir de la crisis. En con-
traposicién a este discurso modernizante en lo técnico
y lo econémico, el discurso politico continia apelan-
do, en lo esencial, a los mismos referentes que los go-
biernos anteriores.

El concepto moderno de lo politico puede definirse
por dos rasgos principales: a) el de que el poder ema-
na del pueblo y b) el de que nadie tiene derecho a apro-
piarse y mucho menos a monopolizar dicho poder.”®
En consecuencia, se constituye una representacién del
poder piblico como la de un espacio vacio que puede
ser ocupado momentdneamente por los representan-
tes del pueblo. El principio de la soberania popular
implica que existe una distancia insalvable entre el
pueblo rano y el ejercicio del poder por sus repre-
sentantes; y esta misma distancia impide que pueda
haber una ocupacién permanente del espacio pablico.

Partiendo de la idea anterior, el sistema politico
mexicano puede definirse como un régimen sincrético
que conjuga elementos propiamente modernos —como
los que consigna la Constitucién del 17— con elemen-
tos premodernos: el espacio publico monopolizado en
nombre del proyecto histérico de la Revolucién Mexi-
cana. El sincretismo se manifiesta también en el ca-
récter impersonal del propietario, la familia
revolucionaria, que puede considerarse un rasgo mas
bien moderno, aunque al interior de la misma haya
fuertes elementos patrimoniales.

La polémica en torno de *“la democracia sin adjeti-
vos” remite a otra argumentacién que no siempre se
explicita suficientemente. La cuestién de si la demo-
cracia mexicana debe o no ser adjetivada se transfor-
ma en si se justifica 0 no el monopolio del poder
politico por la élite en el poder y, consecuentemente,
en si son legitimas las “técnicas de fraude patriéti-
co" —y otras parecidas. El discurso tradicional del par-
tido oficial puede asimilarse a lo que Carl Schmitt
define como la dictadura comisarial*': el PRI monopo-
liza legitimamente el poder porque es el iinico medio
de garantizar el triunfo de los objetivos de la Revolu-
cién. Se parte, ademés, del supuesto de que las gran-
des mayorias estén con el partido oficial, pero si las
urnas le confieren la victoria a la oposicién entonces

se argumenta la imposibilidad de entregar el poder
a la reaccién; y la justificacién comisarial pasa al
primer plano. El principio democrético como tal no
se niega, simplemente se suspende temporalmente.
Segiin esta concepcién, la préctica efectiva del su-
fragio universal se encuentra en el principio y en el
fin del movimiento: el monopolio transitorio del po-
der tiene por objeto realizar el programa de la Revo-
lueién, incluyendo el respeto del sufragio universal.
El discurso oficial culmina en el equivoco de identifi-
car el principio de la democracia, y de la misma de-
mocracia social, con el monopolio del poder por el PRI
De esta forma, todo cuestionamiento del fraude elec-
toral —que es la condicién de dicho monopolio— es des-
calificade como formalista y extranjcrizante.

Msds allé de la retérica oficial, este discurso estd
en crisis porque ha perdido toda credibilidad. La te-
sis principal no resiste la menor confrontacién con
el proceso histérico. Y no sélo porque se han presen-
tado fenémenos de corrupcién e irresponsabilidad que,
como lo apunta Krauze?' **, han constituido verdade-
ras afrentas a la dignidad del pueblo, sino porque los
medios para alcanzar los objetivos se han revelado
profundamente irracionales. El modelo de industria-
lizacién que se ha seguido ha sido costoso e improduc-
tivo.2 Es por eso que la crisis de 1982 puso en
cuestién la racionalidad administrativa del sistema
politico pero también el proyecto de llo nacio-
nal al que se nos ha venido convocando. Y es por eso
también que la apertura de un didlogo nacional so-
bre estas cuestiones es una demanda real de amplios
sectores de la sociedad civil; 1a redefinicion del mo-
delo no puede ser obra ni de los técnicos ni de los cien-
tificos porque se trata de una cuestién eminentemente
politica que s6lo puede resolverse mediante el didlo-
go democriético y la confrontacion de los proyectos de
nacién que se proponen.

Recientemente, el presidente De la Madrid se en-
cargé de revitalizar el discurso a favor del monopo-
lio del espacio publico por el partido oficial. Segin
el Presidente, la regla de la alternancia de los parti-
dos no puede funcionar en Méxice porque no hay un
acuerdo esencial entre los mismos; las opciones extre-
mas que se ofrecen implican cambios de tal radicali-
dad, que terminarian por poner en peligro la esta-
bilidad del pais.Z#* El argumento es mucho més con-
sistente que el de la dictadura comisarial y tiene la
virtud de ser mds pragmitico: el valor principal no
es aqui el programa de la Revolucion sino la paz poli-
tica, que es un problema que incumbe a la mayoria
de los mexicanos. Recuérdese al respecto que uno de
los lemas electorales del PRI en 1985 fue “PRI: 55 afios
de paz social”, con claros ecos porfirianos. #

La preservacion de la estabilidad como fin en si mis-
mo no parece muy atractiva; sin embargo, cuando tal
estabilidad se contrapone a una situacién de anarquia
y de violencia el argumento cobra toda su importan-
cia. Esta oposicién: orden versus anarquia, es la que
fundamenta en Hobbes el sentido del contrato social y
define a la paz como el fin capital del Estado. Pero
ademis hay evidencias de que es la principal preocu-
pacién de amplios sectores del pueblo mexicano ™=
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,CORPORATIVISMO O DEMOCRACIA?

La debilidad principal del argumento reside en que
la preservacién del monopolio politico mediante todo
tipo de procedimientos, produce lo que deberia evitar:
violencia. Asi lo muestran los protestas por irregula-
ridades en los procesos electorales en varios estados
de la Republica. Por otra parte, frente al argumento
de la polarizacién, es notable que entre el electorado
puede observarse un radicalismo mucho menor que
lo que permite suponer la retérica de las élites politi-
cas. En una encuesta realizada en Guadalajara apa-
rece que un porcentaje elevado de votantes por el PRI,
harian el segundo voto por el PAN y viceversa. Este
comportamiento se observa igualmente entre los vo-
tantes de la izquierda, quienes de no votar por el
PSUM votarian por el PAN.* Y a esto hay que adadir
que en una encuesta a nivel nacional casi tres cuar-
tas partes de los entrevistados se pronunciaron por
un cambio poco a poco y a través de reformas.?® Los
datos anteriores confirman la existencia de un elec-
torado centrista, reformista y renuente a alentar cual-
quier cambio radical de izquierda o de derecha.

Finalmente, y este es un punto fundamental, hay
que considerar que en una apertura real de los proce-
sos electorales, es previsible que el PRI conservaria
su cardcter mayoritario y que la oposicién, de cual-
quier signo, no tendria la fuerza para provocar un
virgje de 180 grados en los principios constitucio-
nales. El escenario de un PRl mayoritario con una
oposicion activa en la gestién de ciertos espacios de
poder es el més propicio para que los partidos de opo-
sicién maduren y se produzca una verdadera renova-
cién del partido oficial.

El agotamiento del discurso oficial para legitimar
el monopartidismo no admite més remiendos. En con-
traste, basta observar las reacciones que ha habido
frente al cambio de ritual en el proceso de seleccién
del candidato del PRI, para imaginar c6mo reacciona-
ria la opinién publica ante un programa de renova-
cion democratica efectivo.

LUN FUTURO SIN CORPORATIVISMO?

Si uno se atiene a las reformas constitucionales que
se han operado en este sexenio, lo que puede afirmarse
es que existe una voluntad manifiesta de institucio-
nalizar y consolidar ciertos mecanismos corporativos.
Las reformas de los articulos 28 (*'sector social de la
economia”) y 26 (“planeacién democratica”) van en es-
te sentido. Tales reformas no son, por definicién, con

tradictorias con la idea de una democratizacién del
sistema politico. El corporativismo entendido como la
participacion organizada de los sectores (sindical, pa-
tronal, etc.) en las consultas y toma de decisiones en
ciertas dreas del poder ejecutivo, es totalmente com-
patible con un sistema de competencia pluripartidis-
ta; tal es el caso, por ejemplo, de la Repiblica Federal
Alemana y de otros paises europeos.

La contradiccién entre el esquema corporativista y
el proceso de democratizacién surge de la especifici-
dad del modelo mexicano, esto es, de la doble funcién
que desempenian las corporaciones como defensoras
de los intereses gremiales y como monopolizadoras del
espacio publico. La modernizacién politica, y la mo-
dernizacién tout court, obliga a romper esta articula-
cién de lo econdémico, lo social y lo politico. Por otra
parte, el corporativismo oficial no ha sido benéfico pa-
ra las mismas bases agremiadas, ya que los grupos
dirigentes han transigido en las demandas gremia-
les a cambio de “prestaciones politicas”. Esto expli-
ca, al menos en parte, la disciplina que han observado
las organizaciones sindicales frente a las politicas de
austeridad que se han venido desarrollando.

Hay, pues, elementos para suponer que la desarti-
culacién de lo politico y lo social seria beneficiosa pa-
ra las propias organizaciones populares: la
independencia politica respecto del gobierno implica-
ria un menor compromiso y una mayor firmeza en la
defensa de los agremiados; seria, de hecho, el primer
paso para avanzar en la democratizacién de las orga-
nizaciones populares. De igual forma, se abririan las
puertas para que los proyectos de racionalizacién ad-
ministrativa (PEMEX, por ejemplo) pudieran volverse
efectivos.

La clave para la transicion de la férmula
corporativo—presidencialista a un sistema lu.npar-
tidista y de competencia abierta, estd en eT
del sufragio. Esta es la reforma que el pueblo esté de-
mandando y que el préximo presidente podria cum-
plir, como dice Zaid, sin hacer nada®. Por supuesto
que la transicién sera extremadamente compleja y de-
mandara la concertacién y negociacién con miiltiples
fuerzas sociales y politicas. El plazo para dar pasos
sustanciales y culminar el proceso que se inicié en
1978, bien puede ser el del préximo sexenio. Pero lo
que se necesita, por sobre todas las cosas, es que
el préximo presidente asuma hasta sus Gltimas con-
secuencias su responsabilidad como jefe del Estado
mexicano.
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